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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 4 minutos). 


6 Damos la bienvenida a representantes de la Unión de 
Transportistas de Colonia. Queremos pedir disculpas por el 
escaso tiempo de que disponemos ya que debemos recibir 
tanbién a una delegación de los Transportistas Unidos del 
Este. > 


La Comisión accedió a recibirlos separadamente ante 
vuestro requerimiento, a efectos de considerar la 
problemática del transporte carretero y conocer la posición 
concreta del gremio sobre la exigencia del certificado de 
aptitud técnica que se está aplicando de acuerdo con la 
reglamentación vigente. 


SEÑOR CORREA.- Soy Presidente de UTRACO y, es principio, 
quiero agradecer a los señores senadores integrantes de esta 
Comisión por acceder a recibirnos. 


Desde hace seis meses nuestra asociación reúne a 
aproximadamente 250 transportistas. Al comienzo, nos 
agrupamos sólo para poder salir adelante en momentos 
difíciles: nunca creímos, por ejemplo, que tendríamos que 
pasar por una situación de paro, como ocurrió hace poco 
tiempo. Somos todos trabajadores y, por eso, querenos agotar 
todos los recursos disponibles para solucionar este problema. 
Esa es la razón por la cual henos venido aquí a conversar con 
ustedes; pensamos que tal vez en este ámbito se nos pueda 
ayudar. 


SEÑOR CABRERA.- Por mi parte, soy secretario de UTRACO. 
Hemos traído aquí un documento que contiene nuestros planteos 
y que pensamos entregar a los señores Senadores. En él 
hacemos un resumen de nuestros puntos de vista sobre la 
situación conflictiva que existe en este momento con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Querenos hacer hincapié en la situación en que hoy se 


encuentra la pequeña y mediana empresa; se podría decir que 
nosotros representamos casi en un 100% a ese tipo de 
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empresas. Partimos de la base de que más allá de que las 
medidas adoptadas por el Ministerio puedan ser correctas O 
tener su fundamentación teórica, no contemplan en absoluto 
la situación de la pequeña empresa. 


Los señores Senadores podrán constatar, a través de la 
información que brindamos, que “la situación es totalmente 
discordante en relación con lo que pretende hacer el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR VIERA.- En mi calidad de Vicepresidente de UTRACO, 
quería reiterar personalmente el agradecimiento por el hecho 
de habernos recibido en el día de hoy. 


Antes de decidir acompañar o no algunas. medidas que se 
puedan tomar en cualquier momento, resolvimos conversar con 
los señores Senadores de modo de hacerles conocer los 
detalles de la situación que se ha planteado. 


Hemos tratado de ser muy claros en el informe, que 
recoge los datos específicos de las situaciones existentes 
en la rayoría de las empresas. Tal como los señores Senadores 
podrán apreciar, se describe lo más ampliamente posible la 
situación que viven hoy los transportistas de Colonia. Esa 
organización está integrada por empresas de Nueva Helvecia, 
Rosario, Juan Lacaze, Tararitas, Onbúes de Lavalle y tanbién 
de la propia ciudad de Colonia; en total, hay alrededor de 
250 caniones. 


Por nuestra parte, debemos decir que no estamos en 
contra de que se efectúen controles, ni nada por el estilo. 
Cuando hace seis o siete meses decidimos agruparnos, fue no 
tanto por decir "no" al control o "no" a SUCTA, sino porque 
veíamos con preocupación ciertos cambios importantes que 
podían producirse en el rubro del transporte, teniendo en 
cuenta el hecho de la cercanía de un puente. Además, a través 
de nuestra agrupación se trató de salvar la fuente de 
trabajo. En este momento, en Juan Lacaze y en Rosario hay una 
gran escasez de trabajo, y tememos que, de seguir 
cumpl iéndose las medidas implementadas =-con la 
flexibilización que se tiene en relación con el control de 

_los camiones que, de hecho, valoramos-- se agudice la 
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lencupación. Personalmente, sé que más del 60% de los 
toameportistas de Juan lacaze se ven aquejados por muchos 
orablemas, derivados, por ejemplo, del impuesto a los ejes, 
Ratco de Previ-.i¡ón Social, IVA, etcétera. En realidad, no 
Lleaarorn «eso buncandolo, queriéndolo o tratando de evadir, 
sina obligados por la situación. Nuestros proveedores de 
Mletes monopolizaron todo a tal punto que la oferta y la 
deminda ecan de piadadas. Además, observamos que esa oferta 
y temainda no tiene niogue micamiento y cuando se tace un 
plinteo concreto respecto a una empresa «que deseamos mantener 
en funcionamiento, se nos argumenta que no interesa que se 
complan o no con las obligaciones. 


No estamos bacierdo juicio sobre «quién puede pagar y 
anión pos sÍ queremos que esto se vuelva a estudiar, máxime 
aborto que se ha llegando a los límites más grandes de 
desempleo. Desde nuestro punto de vista esto se va a agudizar 
macho más porque medianos y pequeños transportistas --en 
mestra 2ona el que tiene más posee cuatro camiones-- ya han 
estado proponiendo a los choferes formar microempresas 
porqos de esta forma no se puede seguir trabajando. Incluso, 
o dgunas empresas están realizando viajes y la descarga insume 
alrededor de nueve días. Por ejemplo, la facturación de un 
viaje de Iman lacade ss Minas supone la suma de $ 2,000 --a 
la que «debemos agregar que la carga se realizó el sábado 
próximo pasado y recién se descargó anocihhe-- y si repartimos 
esa cantidad tendremos un panorama claro de la situación. 


SEÑOR GRONROS.- En mi calidad de tesorero de UTRACO, deseaba 
oxplicar a los señores Senadores la situación que estamos 
viviendo y Tos atmentos «ue se han producido desde abril del 
año pesado en insimos e impuestos. El gasoil, al 5 de abril 
de 19395 estaba a $ 1,70 y a la misma fecha de 1996 a $ 3,40, 
lo que refleja un aumento sustancial que también se puede 
observar en los Tout icantes. El impuesto a los ejes se estima 
en ona 102: cobjertas y repuestos, 273; la canasta familiar 
72,24%; el TPC, 30,54%; el dólar, 26,543; el salario minimo, 
31,43%: el indice Medio de Salarios, 79,82%; aportes al BPS, 
37.50% y sentas, 44,703. Asimismo, el aumento 
de patentes se estima en un 42t; la UR, 29,82% 
y el ajuste de alquileres, 30,01%. Todas estas 
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cifras demuestran claramente los aumentos que se han 
producido a lo largo de todo un año, mientras que las tarifas 
estas se han mantenido en los mismos precios y, en algunos 
casos, han bajado. Concretamente, en mi caso particular que 
está vinculado al transporte vial, la tarifa fijada por el 
Ministerio se redujo en un 20% desde agosto del año pasado 

no se ha registrado ninguna suba. Por lo tanto, creo que 
el panorama es muy claro. 


SEÑOR VIERA.- Deseo agregar que cuando la mayoría de las 
empresas Circulaban normalmente tenían como referencia las 
tarifas o porcentajes que aumentaba AFE. En consecuencia, 
«cuando AFE dejó de trabajar --o como sucede en este momento, 
redujo su actividad-- la mayoría de las empresas importantes 
observaba como reflejo los aumentos del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Entonces, cuando esta Cartera 
congeló esas tarifas o las bajó, todos padecimos. Sin 
perjuicio de todo lo dicho somos conscientes de que está 
sobredimensionado el parque de camiones; debemos ser honestos 
en ese sentido, más aún si tenemos en cuenta el trabajo que 
hay actualmente. Pero, si seguimos recargando obligaciones, 
yendo directamente al pequeño o mediano empresario y ciertos 
privilegios siguen siendo para las grandes empresas --éstas 
no pagan IVA en importaciones, tienen empresas de 
mantenimiento propio y pueden importar directamente los 
repuestos-- las microempresas están destinadas a 
desaparecer. Estos son los cálculos que hemos hecho; lo 
estanos viviendo en carne propia y de alguna nanera querenos 
agotar nuestros planteamientos ante. los señores Legisladores. 
Quizás algunos de los datos que henos traido adolezcan de 
algún error, pero vale la pena aclarar que todos somos 
trabajadores y cada uno ha hecho el aporte que está a su 
alcance. 


Por lo tanto, si bien no dudamos de la sensibilidad del 
señor Ministro, lamentablemente el conocimiento o la realidad 
que tiene puede haber sido aportado por las grandes empresas 
que tienen otro panorama y otras posibilidades. 


En definitiva este es el planteamiento generalizado que 
hacemos nosotros. 
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SYÑOR GRONROS.- Vale la pena señalar que no aporta lo mismo 
una empresa con setenta camiones que setenta empresas chicas. 
El aporte de setenta empresas unipersonales es superior al 
de una enpresa que tiene setenta unidades. 


Otro tema a destacar es el concepto vertido por el señor 
Ministro en el sentido de que al transporte internacional hay 
que ayudarlo; estamos de acuerdo pero pensamos que ello no 
debe hacerse condenando al transporte nacional. A nuestro 
entender el transporte internacional ha recibido gran ayuda 
porque, además de tener el privilegio de ser internacional 
--lo que no es para cualquiera-- le sacaron el IVA que 
representa el 23% en la compra de un vehículo cero kilómetro. 
También le van a bajar los costos impositivos y de aportes 
al BPS, de acuerdo a expresiones del señor Ministro 
publicadas en el diario El País. Quiere decir, entonces, que 
el señor Ministro sólo tiene en cuenta el transporte 
internacional que quizás sea el que esté en mejores 
condiciones económicas. 


SEÑOR VIERA.- Los señores Senadores podrán observar que en 
una de nuestras notas se establece que por las razones 
expuestas sostenemos que dicho decreto es nocivo y que el 
señor Ministro sostiene que es inamovible, aduciendo 
compromisos con una empresa extranjera, dejando de lado toda 
consideración en las obligaciones que el señor Ministro debía 
tener para con los transportistas. Lo que quisimos manifestar 
es nuestra tremenda preocupación por no haber podido conocer 
aún el contrato que liga al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas con SUTCA. Hace alrededor de siete meses la UTRACO 
fue visitada por los señores Placeres y Laguarda --Presidente 
y Secretario de CUTA, respectivamente-- quienes manifestaron 
que tampoco conocían ese documento. No estamos poniendo en 
tela de juicio el contenido de dicho contrato, pero nos 
preocupan los datos que supuestamente contiene de alrededor 
de 16.000 obligaciones de inspección. Si las pequeñas y 
medianas empresas desaparecen y comienza a bajar el número 
de 21.000 vehículos --entre ómnibus y camiones-- que Creemos 
que existen actualmente en el país, esta empresa igual 
seguirá manteniendo el mínimo de 16.000 inspecciones. En base 
a los datos de que disponemos en UTRACO, calculamos que en 
forma inmediata desaparecerá de un 30% a un 35% de este 
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transporte en el departamento de Colonia, mientras que de un 
15% a un 20% debe pensar en una inversión de alrededor de U$S 
4.000 para arreglar sus unidades. En este momento se está 
hablando de otorgar préstamos para "leasing", cuando las 
automotoras no están dando ninguna facilidad. Este es el 
reflejo de la situación por la que atraviesan los pequeños 
y medianos empresarios. Entonces, si de las 22.000 unidades 
existentes según el cálculo que henbs realizado, desaparece 
entre un 30% y un 35%, manteniéndose las 16.000 inspecciones, 
todos los demás usuarios que no tienen camiones tendrán que 
pagar su cuotitá. El señor Senador Irurtia es vecino de la 
zona y transportista, por lo que debe estar viviendo este 
problema en carne propia. 


No afirmamos que el contrato realizado con SUTCA esté 
mal o bien, no nos oponemos a la adquisición de la máquina 
ni estanos en contra de la institución, sino que creemos que 
tanto los caminos, las carreteras y el parque automotor de 
nuestro país todavía no están en condiciones óptimas como 
para aplicarlo. s . 


Hace 26 años que trabajo en el rubro del transporte y 
el camión más nuevo de que disponemos data del año 1991. 
Precisamente, en el día de ayer tuvimos que comprar un motor 
inglés que en su país de origen se vende por quilogramo como 
chatarra, porque es imposible comprarlo nuevo. Un motor nuevo 
adquirido en un comercio de plaza cuesta alrededor de 
U$S 12.000. Estos números pesan frente a la existencia del 
control. Pensamos que la inspección tiene un objetivo muy 
claro y loable, pero las estadísticas oficiales del 
Ministerio del Interior también son claras en cuanto a que 
el transporte de carga y pasajeros no es el de nayor 
incidencia en los accidentes como el general. 


En la nota que henos elaborado manifestamos una posición 
contraria no a la inspección en general, ya que estamos 
abiertos a otras formas de control. 


Otro de los aspectos que nos preocupa es que los 
controles para los transportes de carga están dirigidos a las 
empresas particulares; las unidades pertenecientes a los 
Municipios y otros organismos oficiales no estarían 
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comprendidas en el SUTCA. Los transportistas muchas veces 
somos testigos de que en esos casos, como el camión es de 
todos, se cuida menos y no se le hace casi mantenimiento. 


SEÑOR CABRERA.- Sabemos que no nos compete determinar cuál 
es la solución legal a este problema. 


Sin embargo, queremos señalar que desde nuestro punto 
de vista debería cambiarse el espíritu del decreto 
establecido por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Nos ha quedado muy claro que el señor Ministro pretende una 
modernización del transporte y una renovación de la flota, 
lo que constituye un propósito muy loable. En este sentido, 
como pequeños empresarios, podemos demostrar que no estamos 
en condiciones de acceder a dicha modernización, si bien 
aspiramos a ella, porque no podenos asunir los costos que se 
desprenden de todos los informes que se han elaborado. 


Por lo tanto, reitero, pensamos que debe cambiarse el 
sentido de este decreto. Aceptamos la necesidad de los 
controles y del mejoramiento de los vehículos de transporte, 
pero no podemos asumir las condiciones económicas de 
endeudaniento si no se nos otorga ninguna facilidad. No 
podemos dar más de lo que estamos dando; actualmente 
trabajanos al máximo y apenas obtenemos un resultado que nos 
permite sobrevivir. Entonces, no se nos puede decir que 
compremos unidades nuevas, porque si no quedamos afuera de 
la actividad. Nos parece que esta es una medida totalmente 
injusta e inadecuada a la realidad económica del sector, 
principalmente referida a la pequeña empresa. 


SEÑOR GRONROS.- En cuanto al contrato celebrado entre el 
Ministerio y el SUTCA, queremos hacer referencia al monopolio 
que se creó por diez años --y que tiene opción de nantenerse 
durante diez años más-- favoreciendo a esta empresa. Mientras 
tanto, sabemos que en otros países del MERCOSUR existe una 
competencia entre seis o siete empresas, por lo que 
deberíamos adoptar un sistema similar. 


SEÑOR VIERA.- Tal como nos informaron los señores Placeres 


y Laguarda hace seis meses en oportunidad de la visita 
realizada a CUTA y frente a la invitación que recibimos para 
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integrar la Confederación Uruguaya del Transporte, el costo 
de esta máquina se sitúa en alrededor de U$S 800,000. Esto 
se manifestó en una Asamblea a la que asistieron más de cien 
asociados, en la que se calculó que la inversión necesaria 
es de aproximadamente U$S 1:000.000, proyectándose para el 
priner año una garantía de más de U$S 3:000.000. Frente a 
esta situación, planteamos a CUTA que una de las alternativas 
que veíanos en forma muy positiva era que ella conprara la 
máquina. Esto nos parecía un sistema seguro, tanto para aquel 
que tiene un empleado como para el transportista que es 
chofer de su propio camión. Además de ser una salida 
económica, otorga la seguridad de.no requerir inspecciones, 
ya que ante la necesidad de un*control, la máquina estaría 
disponible. La respuesta que se nos dio era que esta 
alternativa se había manejado en algún momento y nos 
sorprendieron las cifras que se mencionaron, ya que en 
Argentina dicha máquina cuesta alrededor de U$S 400.000, y 
parece que el Ejército español, luego de utilizarla por un 
determinado período la dona a otros países. 


O sea que, en definitiva, para los transportistas la 
inversión sería mínima. ys 


A nivel público, como es sabido, se habla mucho de "no 
a los monopolios; sí a la privatización y a la oferta y la 
denanda”. Lo que vemos en esto, entonces, es que se tiende 
al monopolio. Sí somos conscientes de que hubo un liamado a 
licitación adecuado, al que se presentaron cuatro o cinco 
empresas; pero de lo que se trata es de que el pueblo 
uruguayo está asegurando mucho dinero a una empresa privada 
Y, aparentemente, es bastante el perjuicio que esto nos 
causa. g % 


Reitero que esta máquina cuesta en la Argentina 
alrededor de U$S 400.000; al menos, así lo manifestaron los 
señores Laguarda y Placeres. 


SEÑOR CORREA.- Nosotros fuimos --de pronto, con esto me 
aparto un poco del tema-- los últimos afiliados a CUTA. Nos 
hemos mantenido en las negociaciones, porque creemos que 
siempre las nuevas empresas necesitan apoyo para trabajar con 
fuerza. En diferentes ámbitos --incluido éste-- se nos ha 
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recibido. muy bien, y lo agradecemos, y porque vivimos en un 
Uruguay transparente henos podido acceder a una serie de 
documentos. No obstante lo expuesto, hace cinco días, CUTA 
nos envió una carta de desafiliación. Esta es la razón por 
la que teníamos interés en hablar directamente con los 
señores Senadores --y no a través de una representación-- 
puesto que esto nos ha afectado mucho. La Confederación 
Uruguaya del Transporte está integrada por gente que, en un 
determinado momento y a los efectos de organizarla, nos 
dijeron una cosa, pero posteriormente nos expresaron otra. 
Sabemos que hay camiones del señor Placeres que todavía no 
han pasado por la máquina. Cuando, en mi calidad de 
Presidente de la UTRACO le pregunté qué hacíamos con el paro, 
me respondió que mientras negociaran los TUDELES, nosotros 
podríamos salir ganando sin "poner la cara”. No poseo 
documentación que avale los dichos del señor Placeres, puesto 
que se trató de una conversación telefónica. 


Es por todas estas razones que dentro de nuestra 
Institución hemos hecho hincapié en que hay que seguir 
luchando para seguir adelante, puesto que las grandes 
empresas nos están dejando de lado. 


Creemos que aquí --lo decimos rotundamente-- ha habido 
un negociado porque, por ejemplo, nos ha llegado la versión 
“-carecemos de documentación que la respalde-- de que una 
empresa solamente hizo pasar por la máquina uno sólo de los 
20 camiones que posee. Sin enbargo, quienes poseenos una o 
dos unidades tenemos que gastar U$S 1.000 o U$S 1.200 para 
repararlas a los efectos de que luego pasen por la máquina. 
Entendemos, pues, que la situación escapa a lo legal. 


Mientras CUTA nos desafilia --no sé si con derecho o 
no, tema que se va a dilucidar en una apelación que vamos a 
hacer-- por incumplimiento, y hace propaganda para que se 
siga aplicando este sistema, nosotros estamos negociando. 


En resunen, este es el pensamiento de UTRACO y más allá 
de coincidencias o discrepancias que tenga con el resto del 
sector, su intención es negociar. 


SEÑOR VIERA.- Quería agregar que actualmente CUTA significa 
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un 30% o 35% del tranporte terrestre de carga; no estoy 
hablando del Grupo 12, ni de AFLECOM. En su mayoría, integra 
el transporte internacional. Por su- parte, las pequeñas y 
medianas empresas implican un 80% de lo que es el aporte al 
Banco de Previsión Social y a la Dirección General 
Impositiva. 


No es nuestra intención resaltar lo bueno o lo malo que 
se ha hecho en el sector, sino decir a los señores Senadores 
que los transportistas de Colonia han depositado una gran 
esperanza en ustedes. Como le expresamos al señor Presidente, 
querenos --pido excusas por la expresión-- "quemar todos los 
cartuchos". No hemos venido a decir que vamos. a hacer un 
paro, puesto que los pequeños y nedianos empresarios 
seríamos los más perjudicados. No vamos a hacer eso, ni 
tanpoco bajar los brazos. 


Lo queríamos trasmitir, en definitiva, porque es la 
situación en que hoy se encuentra el gremio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que hemos dispuesto de poco tiempo 
para atenderlos, debido a la modificación que se hizo a 
Último momento; pero con mucho gusto los hemos recibido. Sus 
puntos de vista y exposiciones han quedado registrados en la 
versión taquigráfica y, por supuesto, que servirán para que 
esta Comisión, como lo ha solicitado el Senado de la 
República, elabore un informe, puesto que el tena ha sido 
una preocupación de todo el Cuerpo. 


SEÑOR IRURTIA.- Creo que también sería conveniente remitir 
la versión taquigráfica a conocimiento del señor Ministro 
de Transporte y Obras Públicas. 

SEÑOR FRESIDENTE.- Así se hará, señor Senador. 


No nos queda otra cosa, pues, que agradecer la presencia 
de la delegación visitante. 


(Se retiran de Sala los representantes de la UTRACO) 


(Ingresa a Sala la delegación de Transportistas Unidos del 
Este - TUDELES.) 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los señores 
representantes de Transportistas Unidos del Este (TUDELES) 
y al asesor de dicha gremial, para considerar la posición que 
tienen sobre lo que estipula la reglamentación vigente acerca 
de la exigencia del certificado de aptitud técnica prevista 
por el Ministerio de Transporte y Obrás Publicas, así como 
también respecto a la problemática en general del transporte 
carretero de cargas .. 


SEÑOR BURGOS.- Antes que nada, queremos agradecer que la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado nos haya 
recibido, y trataremos de ser lo más breve posible al hacer 
un planteamiento en general sobre los cuestionamientos que 
formula esta entidad gremial con referencia al régimen de 
inspecciones obligatorias establecidas para la flota de 
camiones. ñ 


Tenemos conocimiento de que este tema ha sido planteado 
como un problema de orden ético vinculado a la preservación 
de la vida, afectada por los accidentes de tránsito en 
nateria de circulación vial. Coincidimos en que se trata de 
un problema ético, pero pensamos que tiene alcances más 
vastos. Esto nos enfrenta a una serie de cuestionamientos en 
lo que hace a la propia vigencia efectiva del Estado de 
Derecho, es decir, en qué manera los derechos 
constitucionales en general son reglamentados por el Estado, 
en qué medida se tutelan los que se han lesionado y hasta qué 
punto el interés general se regula de acuerdo con lo que 
establecen la Constitución y las leyes. Concretamente, ello 
ocurre mediante la aplicación del sistema legal. 


El problema vinculado con las inspecciones tiene varias 
etapas. En primer término, debemos precisar que esto surge 
del reglamento nacional de circulación vial que se estableció 
por medio de dos Decretos incluidos en un Texto Ordenado del 
año 1984. En dicho reglamento se determinan las condiciones 
que deben cumplir los distintos vehículos para circular por 
las vías públicas y una distribución de las competencias para 
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el contralor y fiscalización de los mencionados elementos 
reglamentarios, lo que es encomendado específicamente al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas para los usuarios 
de las vías de tránsito nacionales. Es decir que la 
jurisdicción de esta Cartera no está indicada por tipos de 
vehículos sino por la naturaleza de la ruta. Todos los 
usuarios de las vías de tránsito nacionales quedan sometidos 
a la reglamentación que establezca el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas al respecto. 


En el Decreto N” 20/90 se precisa la exigencia para un 
determinado tipo de vehículos, de la obtención para circular 
del certificado de aptitud técnica. Se trata del Decreto 
madre, también denominado reglamento de circulación vial. 
Debemos aclarar que constituye un aspecto del reglamento 
general de circulación vial, que es del año 1984. En el 
mencionado Decreto, se indica la obligatoriedad de obtener 
el certificado de aptitud técnica para los vehículos de carga 
de más de 5.000 kilos y para los ómnibus afectados a los 
servicios nacionales e internacionales. En este caso, se 
establece que el certificado se otorga previa inspección, que 
podría ser realizada directamente por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas o por concesionarios. 


Posteriormente, hay un acto de concesión que tiene lugar 
el 11 de diciembre de 1991, por el cual el Poder Ejecutivo, 
al aprobar una licitación, concede a una empresa --que luego 
viene a ser SUCTA S.A.-- la explotación de este servicio de 
inspección de vehículos de carga. 


Además, el Decreto N* 451/94 hace referencia al manual 
al que se deben someter las inspecciones técnicas de los 
vehículos de carga. Mientras tanto, en un contrato de fecha 
25 de febrero de 1993, se reglamentan las condiciones de la 
concesión a la empresa SUCTA S.A. de este régimen de 
inspecciones. 


¿Cuáles son los cuestionamientos principales que se 
hacen? 


En primer término, sostenenos que en la concesión y en 
el' contrato existe una transferencia de actividad, que viene 
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a, ser de rolicía de tránsito, del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas a una empresa particular. A nuestro juicio, 
se trata de un cometido esencial del Estado que no puede ser 
tercerizado. Se sostiene que estanos ante la transferencia 
de una mera operación técnica de medición, pero pensamos que 
esto no es así pues existe una concesión. Como decíanos, al 
haber una concesión, se produce la transferencia de una 
actividad que, en principio, correspondía al Estado y que, 
mediante una autorización o permiso se traslada a una empresa 
privada. Concretamente, no se trata de una actividad 
industrial o comercial que se transfiere, sino que estamos 
ante una tarea de fiscalización. Así lo dice específicanente 
el Decreto N* 451/94, pues al aprobar el manual técnico 
indica que el objetivo de las inspecciones es fiscalizar qúe 
los vehículos se ajustan a la normativa establecida en la 
reglamentación del tránsito. Reitero que esta actividad de 
medición es también de fiscalización, pues además de los 
aspectos estrictamente técnicos vinculados a la parte 
mecánica, incluye el contralor de regularidad jurídica de la 
docunentación del vehículo. Esto es así a tal punto que un 
vehículo puede llegar a ser aprobado por estar en condiciones 
de seguridad para circular sin observaciones, pero 
prohibírselo porque tiene irregularidades en la 
docunentación. 


En consecuencia, es indiscutible que toda esta actividad 
de medición --es decir, cuando por medio de la balanza se 
pesa un vehículo para saber si lleva la carga reglamentaria 
de acuerdo con las disposiciones vigentes-- constituye 
también una operación de policía de tránsito. Cuando se 
determina si una obra de construcción se ajusta a la 
normativa establecida por el Municipio en materia de 
edificación, se ejerce una actividad de policía; cuando se 
fiscaliza si una empresa está construyendo de acuerdo con las 
nedidas de seguridad, se aplican medidas de policía laboral. 


Entonces, si se admite que no puede ser, por ejemplo, 
un servicio público por una razón de principios --no existe 
una ley que determine que este es un servicio público y que, 
por tanto, se habilitaría su concesión a particulares-- 
automáticamente debemos decir que el Estado no puede 
tercerizarlo. Se puede discutir lo que el Estado debe 
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privatizar o tercerizar --y en eso estamos hace bastante 
tiempo-- pero es obvio que primero debe determinarse qué es 
lo que se puede hacer, y en este caso concreto, no puede ni 
debe hacerlo. 


Por otra parte, cuestionamos que esta tercerización de 
la actividad de policía se realiza en un régimen de 
monopolio. Es muy claro que se ha concedido a la empresa 
SUCTA S.A. la explotación de un solo servicio mediante un 
acto de autorización del Poder Ejecutivo. 


Quiere decir que no se trata de que existan empresas que 
presten ese servicio y que el Estado autorice a algunas de 
ellas; hay un acto por medio del cual el Estado transfiere, 
espec“ficamente, la explotación de este servicio, donde se 
impone la obligatoriedad de la asistencia anual, se sanciona 
con multas la no presentación y, además, se asegura a la 
empresa concesionaria un mínimo de unidades inspeccionadas 
por año. Entonces, el análisis de los términos de este 
contrato y de ese mínimo --que según el señor Ministro es de 
16.000 unidades, mientras que el señor Senador Batlle opina 
que representan el 80% de la flota nacional-- impide, en los 
hechos, que exista otra empresa que realice esa tarea. 
Naturalmente, siguiendo el mismo criterio, cualquier otra 
enpresa que pretenda prestar ese servicio debe solicitar el 
uso de la concesión, situación que está impedida por los 
propios hechos. Digo esto porque el otorgamiento de un 
monopolio requiere, por disposición constitucional, 
resolución de la Asamblea General adoptada por una mayoría 
de dos tercios de los componentes de cada Cámara. 


Dicho todo esto, cabe preguntarse qué efecto produce la 
aplicación de estas medidas tal como se están planteando. En 
priner térnino, consideranos que el procediniento que conduce 
a la aplicación de este sistema no está precedido por ningún 
análisis estadístico de la realidad nacional. Inclusive, si 
se realiza esto último, resulta absolutamente desmedido el 
daño social que se va a ocasionar con el potencial o eventual 
beneficio que podría tener para el Estado la implementación 
de este sistema. Decimos esto basados en datos que nos ha 
proporcionado el Ministerio, el que a partir de una muestra 
--realizada luego de aplicada esta reglamentación y que se 
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estimó representativa de la realidad de la flota nacional-- 
que tomó en cuenta 54 caniones llevados a la inspección, se 
obtuvo como resultado que el 15% de esos vehículos debían ser 
rechazados con prohibición de circular. Esto quiere decir que 
no estaban en condiciones de aprobar y, por ello, debían ser 
retirados de «su actividad. También se dijo que 
aproximadamente un 45% de los camiones deberían ser sometidos 
a una reparación en un plazo que, según el decreto es de 30 
días --aunque posteriormente se prorrogó a 60 y 90 días-- lo 
que, sequranente, a empresas enfrentadas a una situación 
crítica, con rendimientos “de utilidad cada vez menores, y 
sometidas a una gran presión tributaria, les ocasionaría 
gastos prácticamente imposibles de enfrentar. El costo 
estimado de algunas de esas reparaciones de efectos 
considerados leves puede insumir gastos entre U$S 1.000 y 
U$S 6.000. Si tomamos en cuenta las cifras que naneja el 
Ministerio, de un parque que se ubica entre los 22.000 y 
26.000 camiones, estaríamos hablando de 4.000 camiones que 
serían rechazados y de unos 10.000 que verían seriamente 
afectada su viabilidad. 


Todo esto implica que importantes zonas del interior del 
país, a las que por el estado de las caminerías, tanto 
departanentales como nacionales, sólo pueden acceder 
determinado tipo de camiones de los que integran la flota 
nacional --los que sin duda cumplen un servicio muy 
importante, como retirar la lana del pequeño productor y la 
cosecha del arrocero, o aportar las mercaderías necesarias 
para las poblaciones rurales más alejadas-- se queden sin la 
circulación de camiones, ya que es muy difícil que uno de 
estos vehículos transite únicamente por zonas departamentales 
y que no recorra en algún punto rutas nacionales. 


Teóricamente, esta normativa apunta a preservar la vida. 
Con respecto a esto, debemos decir que de los datos manejados 
en la sesión del Senado podemos extraer cifras reveladoras, 
tales como las manejadas por el señor Senador Millor, que 
referían a accidentes de tránsito ocurridos en 1994 y 1995. 
En esa oportunidad se dijo --ne pernito reiterarlo aunque sé 
que los señores Senadores están al tanto-- que en 1994 hubo 
1.141 accidentes de tránsito, de los cuales 125 fueron 
protagonizados por camiones --no se discrimina si se trata 
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de nacionales o extranjeros-- de los cuales solamente 26 se 
debieron a fallas mecánicas. Esto significa que el porcentaje 
de accidentes de camiones determinado por fallas mecánicas 
no alcanza al 1% del total. Según las estadísticas, en 1995 
el porcentaje fue muy similar, aunque un tanto más elevado. 
Podemos decir que los camiones, sin discriminar si se trataba 
de nacionales o extranjeros, representan no más del 15% de 
los accidentes y sólo un 1% corresponde a los ocasionados por 
fallas mecánicas. 


Con todo lo expuesto queremos llegar a la conclusión de 
que la inspección no elimina los accidentes. Prueba de ello 
es lo que sucedió con la zorra D 2898, que hace unos neses 

* en el kilómetro 58 de la Ruta 8, sobre el acceso del puente 
sobre el Arroyo Mosquito, se desprendió, ocasionando un 
accidente sin consecuencias fatales. Debemos destacar que 15 
días antes había sido ¡inspeccionada y aprobada sin 
observaciones. Esta situación se dio en el mismo puente en 
el que hace un par de años --y no hablamos de 17 años, tal 
como lo ha hecho en reiteradas ocasiones el señor Ministro 
refiriéndose a un accidente ocurrido el 19 de abril de 1979 
con un vehículo de ONDA, en el que la zorra no se desprendió 
sino que chocó en la vieja Ruta 8-- debido al desnivel que 
aún hoy existe, un camión abriera su caja, volcara soja y 
horas más tarde una camioneta derrapara y volcara, provocando 
la muerte de sus dos ocupantes. Reitero, entonces, que el 
puente continúa en las mismas condiciones y que el hecho de 
que la zorra haya sido inspeccionada no disminuye ni elimina 
el riesgo de vida. 


La inspección tiene una finalidad netanente estadística, 
y en la medida en que está vinculada a un compromiso asumido 
por el Estado --viciado de nulidad por su nanifiesta 
ilegalidad, a juicio de la gremial-- no existirían elementos 
para evaluar, ya que no hay cifras anteriores, cuál ha sido 
el resultado efectivo de las medidas adoptadas. Sin embargo, 
sabemos que sí va a incidir en el paro forzoso de un número 
importante de empresas. Esta situación ha determinado que una 
flota de 25 o nás años de antigúedad --según datos aportados 
por el propio Ministerio-- y sobre la que se están estudiando 
políticas a largo plazo para encarar su renovación, haya 
sufrido en este momento una depreciación muy importante, 
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afectando ql derecho al trabajo de sus titulares, así como 
el derecho de propiedad. É 


Con respecto a todo esto hemos planteado diversas 
posibilidades, ya que consideramos que esta no es la única 
instancia ni el único mecanismo. El Ministerio ha indicado 
que el primer gesto de TUDELES fue presentar uno o dos 
recursos le amparo ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. En noviembre del año pasado se realizó una 
petición formal en la que se establecían todos estos 
cuestionamientos. Luego de vencidos todos los términos, el 
Ministerio nunca respondió ni defendió la legalidad de esta 
situación. Ya están en curso los recursos administrativos. 
Quiere decir que confiamos en la aplicación del sistema 
judicial. Hemos mantenido diversas reuniones; la última, el 
23 de abril --a raíz de una movilización grenial-- con el 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas. Además, 
concurrieron entidades gremiales con una posición distinta 
a la que teníamos los integrantes de TUDELES. Se trató de una 
reunión sin carácter resolutorio. ,Fue un ámbito para 
intercambiar ideas; no se elaboró ningún acta, ni se 
manejaron elementos que permitieran recordar de qué estábamos 
hablando. Al término de esa reunión, cuando se planteó el 
tena de las inspecciones, el Ministerio reiteró que el asunto 
es innegociable. La única flexibilidad del Ministerio está 
dada en el hecho de que se le asegure tener que pagar lo 
menos posible o cumplir, lo menos posible, los términos de 
las cláusulas “absolutamente leoninas de este contrato de 
concesión. En ellas se establece la obfigatoriedad para el 
Estado de abonar a la empresa concesionaria su utilidad, su 
lucro, sobre la base del 80%, aparentemente, del parque 
nacional. Ese sería el objetivo del Ministerio. No entendenos 
cómo, si estamos frente a un imperativo ético, es posible 
disminuir las exigencias que apuntan a preservar la vida. Si 
en realidad las exigencias están previstas frente a un 
problena grave que justifica la referencia de estos cometidos 
estatales para asegurar la vida en la circulación vial, es 
imposible pensar que esto se pueda manejar reduciendo o 
ampliando las exigencias de acuerdo con criterios de 
flexibilidad. Fundanentalmente, el objetivo primario es que 
se acceda a las mil inspecciones por mes que, al término de 
un año, son doce mil unidades. Actualmente, reduciría al 
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Ministerio el costo de las inspecciones a cuatro mil. En el 
curso de estas reuniones, se planteó al Ministerio la 
posibilidad de estudiar una solución a un problema que, a 
nuestro juicio, no tiene ninguna salida que no implique 
responsabilidad estatal. Digo esto porque en el trámite de 
los recursos que están previstos, se va a plantear la acción 
de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Un órgano judicial va a decidir si esto está bien, es decir, 
si es legal o no. En este último caso, será anulado y el 
Estado deberá asumir la responsabilidad con la enpresa 
concesionaria. Además, frente a aquellos a los que ocasionó 
un daño, tendrá la responsabilidad de provocar su paro 
forzoso. En este mecanismo, el Estado se encuentra embretado 
por sus propios compromisos e, inclusive, se marca una 
notoria preferencia. Cuando se habla, por ejemplo, de la 
renovación de flota, se estudian las garantías, los plazos, 
las financiaciones y las exoneraciones del IVA, pero a nadie 
se le ha ocurrido pensar que el Ministerio asegure un mínimo 
de fletes por año a aquellos camioneros que van a realizar 
una inversión y a poner su trabajo. Sin embargo, al socio al 
que el Estado transfiere su cometido, no solamente se asegura 
que no tendrá competidores, sino también una utilidad neta 
por año a cargo del Estado uruguayo. 


Se planteó al señor Ministro la posibilidad de que el 
Estado, de alguna forma, retrovierta el cumplimiento de estas 
medidas de policía a efectos de que se adecuen a la realidad 
nacional, es decir, a las flotas, a las rutas nacionales y 
a la sociedad uruguaya en sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas a los representantes de 
'TUDELES porque deberé retirarme en virtud de que estaba 
prevista una reunión de la Comisión de Vivienda que en el día 
de hoy contará con la presencia del señor Presidente del 
Banco Hipotecario y Directores. Como integro dicha Comisión, 
lamentablemente, deberé retirarme. Por tanto, queda en 
ejercicio de la Presidencia el Vicepresidente, señor Senador 
Irurtia. 


Puede continuar el señor Burgos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Irurtia) 
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SEÑOR BURGOS.- Decía, señor Presidente, que se había 
planteado al señor Ministro la posibilidad de estudiar una 
fórmula que permitiera retrovertir el cumplimiento de estas 
actividades de fiscalización al Estado. La respuesta fue 
absolutamente negativa. Esas soluciones no pueden 
considerarse porque se entiende que es imprescindible dar al 
inversor extranjero un mínizo de seguridad que es 
incompatible con una política de un Estado que anula o revisa 
sus concesiones. Sostenemos que es imprescindible armonizar 
las seguridades que se le otorgan al inversor extranjero, con 
la que se le debe dar a los que aquí viven y trabajan. Esta 
seguridad no puede ser otra que la del cumplimiento estricto 
de la Jey y la tutela no solamente del derecho a la vida, 
sino del derecho al trabajo y a la propiedad. Nos estamos 
refiriendo, en definitiva, a la regulación de todos los 
derechos conforne a la ley y de acuerdo a orientaciones de 
interés general. Pero en este caso, ostensiblemente se está 
privilegiando la actividad de una enpresa privada cuyo 
capital está constituido, según información del propio 
Ministerio, mayoritariamente por inversores españoles, suizos 
y argentinos. Todo esto va a provocar una situación realmente 
difícil y va a dar lugar al desempleo y, en consecuencia, a 
una crisis social. 


SEÑORA ARISMENDI.- Simplemente, deseo ratificar que estamos 
estudiando este tema. Por ese motivo, la Comisión ha recibido 
a distintas delegaciones y también ha contado con la palabra 
del señor Ministro. Este asunto fue tratado en el Senado y 
volvió al seno de este Cuerpo para elaborar un informe. Por 
lo tanto, es muy importante todo lo que están expresando los 
representantes de TUDELES. Desde ya, adelanto que la Comisión 
va a considerar sus puntos de vista. En otra ocasión, 
procesarenos toda la información que nos han brindado. 


SEÑOR VIRGILI.- Deseo informar que la versión taquigráfica 
de lo expresado por los delegados de TUDELES será enviada al 
Ministerio. Mientras tanto, seguiremos dialogando sobre este 
tena. 


SEÑOR GARAT.- En principio, debo aclarar que no soy 


integrante de esta Comisión pero, de todas maneras, estoy 
escuchando atentamente el informe que está dando esta 
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delegación en el entendido de que se trata de un tema de 
gravitante importancia en la actualidad nacional. 


En ese sentido, quisiera saber si se nos podrían aclarar 
--más allá de que las explicaciones brindadas “han sido muy 
claras-- ciertos aspectos que se han manejado públicamente 
e inclusive a nivel del Senado. Considero que es necesario 
contar con todos los datos porque, como es notorio, luego, 
esta Comisión va a tener que brindar su informe al Plenario. 


- 

Se ha manifestado por parte de las autoridades del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas que esta protesta 
--por decirlo de alguna manera-- llevada adelante por algunas 
gremiales de camioneros representa un bajo porcentaje de la 
voluntad de la mayoría de los transportistas; tema que 
debería ser lo suficientemente clarificado por parte de 
ustedes. 


También se ha dicho que este sistema se ha establecido 
para preservar la seguridad de la vida en las rutas 
nacionales, lo cual ha sido nuy bien explicado por el 
representante legal de la gremial. Obviamente, se trata de 
un tema que influirá en la opinión general en lo que respecta 
a la adopción de medidas por parte del Parlamento cuando 
tenga que hacerlo, ya que este es el ámbito de recepción de 
las inquietudes de toda la población. 


Otro de los tenas muy controvertidos, al que ustedes 
también se han referido, es el del monopolio. He escuchado 
decir que no habría inconveniente por parte del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas en conceder a otra empresa la 
posibilidad de realizar las inspecciones, en tanto no se 
transfiera el otorgamiento de garantías para la seguridad de 
tener una rentabilidad en su inversión. 


Concretamente y a los efectos de que quede constancia 
en la versión taquigráfica, quisiera saber cóno visualizan 
ustedes la reacción que tendría el Ministerio si un grupo de 
transportistas nmanifestara que en las condiciones actuales 
estaría dispuesto a conseguir una máquina para hacer las 
inspecciones. En definitiva, me gustaría saber si ustedes 
creen viable esta posibilidad. 
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Se ha hablado asimismo de que en la Argentina los costos 
de las inspecciones son sensiblenente nás bajos que en 
nuestro país. Teniendo en cuenta que estamos integrados en 
el MERCOSUR --y por lo tanto en condiciones de frontera 
abierta-- cabe preguntarse qué podría ocurrir si un grupo de 
transportistas pensara en la posibilidad de hacer un contrato 
de inspecciones con una empresa de ese país y, por lo tanto, 
en lugar de dirigirse a Paso de los Toros o a' Tacuarembó, lo 
harían a Salto oa Paysandú, 


En definitiva, ne pregunto si ustedes dentro del sistema 
contractual entienden viable la posibilidad a que se ha hecho 
referencia en el sentido de preservar la seguridad en las 
rutas. k z 


SEÑOR SCARCHELI.- Uno de los temas a aclarar sería el de las 
consecuencias que implicaría para el Estado el traer otra 
empresa, sobre todo, cuando ya hay un contrato firnado, es 
decir, un compromiso establecido. En lo que respecta al resto 
de las consultas planteadas por el señor Senador Garat, 
quiero decir que cuando se habla de MERCOSUR --tema bastante 
cuestionable-- debe tenerse en cuenta que los camiones 
provenientes de Brasil no son inspeccionados y que, 
inclusive, ese país todavía no ha aceptado totalmente la 
posibilidad de integración. Considero que esto es muy notorio 
y por ello nos preguntamos por qué no consta en el Ministerio 
del Interior la cantidad de accidentes ocasionados por 
vehículos extranjeros. 


No nos oponemos a la adopción de ese tipo de medidas 
pero debería haberse actuado corno cuando se empieza una casa, 
es decir, por los cimientos y no por la planchada. En este 
caso, se comenzó --por decirlo de alguna manera-- por la 
planchada como si esa fuera la forma de facilitar la tarea. 


Creemos que el país no está en sus mejores condiciones. 
Así lo destacó también el ex Presidente de la República 
cuando hace poco tiempo visitó un departamento del interior 
del país en el que encontró que el conercio se encontraba en 
una situación lamentable. 


Pensamos que en este momento las cargas sociales de los 
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Se ha hablado asimismo de que en la Argentina los costos 
de las inspecciones son sensiblenente nás bajos que en 
nuestro país. Teniendo en cuenta que estamos integrados en 
el MERCOSUR --y por lo tanto en condiciones de frontera 
abierta-- cabe preguntarse qué podría ocurrir si un grupo de 
transportistas pensara en la posibilidad de hacer un contrato 
de inspecciones con una enpresa de ese país y, por lo tanto, 
en lugar de dirigirse a Paso de los Toros o a Tacuarembó, lo 
harían a Salto o a Paysandú. 


En definitiva, me pregunto si ustedes dentro del sistena 
contractual entienden viable la posibilidad a que se ha hecho 
referencia en el sentido de preservar la seguridad en las 
rutas. 


SEÑOR SCARCHEL1.- Uno de los temas a aclarar sería el de las 
consecuencias que implicaría para el Estado el traer otra 
empresa, sobre todo, cuando ya hay un contrato firmado, es 
decir, un compromiso establecido. En lo que respecta al resto 
de las consultas planteadas por el señor Senador Garat, 
quíero decir que cuando se habla de MERCOSUR --tema bastante 
cuestionable-- debe tenerse en cuenta que los camiones 
provenientes de Brasil no son inspeccionados y que, 
inclusive, ese país todavía no ha aceptado totalmente' la 
posibilidad de integración. Considero que esto es muy notorio 
y por ello nos preguntamos por qué no consta en el Ministerio 
del Interior la cantidad de accidentes ocasionados por 
vehículos extranjeros. 


No nos oponemos a la adopción de ese tipo de medidas 
pero debería haberse actuado como cuando se empieza una casa, 
es decir, por los cimientos y no por la planchada. En este 
caso, se comenzó --por decirlo de alguna manera-- por la 
planchada cono si esa fuera la forma de facilitar la tarea. 


Creemos que el país no está en sus mejores condíciones. 
Así lo destacó también el ex Presidente de la República 
cuando hace poco tiempo visitó un departamento del interior 
del país en el que encontró que el comercio se encontraba en 
una situación lamentable. : 


Pensamos que en este momento las cargas sociales de los 
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camioneros son muy grandes y se nos hace difícil arreglar lo 
poco que tenenos y pagar la patente y denás gastos. Por este 
motivo, consideramos que esta medida necesita una revisión. 
No deben olvidar los señores Senadores que muchas de estas 
empresas cuando quebró la "tablita" --formo parte de una de 
ellas-- pasaron malos momentos. Aun hoy no podenos creer en 
la política económica del país y estimamos que necesitamos 
un espacio de reflexión, que deberíamos realizar junto al 
gobierno. 


Realnente no es conveniente hablar de la renovación de 
* flotas en las condiciones que está el país, puesto que el 
Estado no podria llevar adelante las hipotecas en la 
situación actual del sector omnibusero. La forma más clara 
de solucionar este problema era la suspensión automática de 
este tipo de nedidas teniendo ef cuenta la posibilidad de que 
la Policia Caminera. --tal como lo ha hecho hasta el 
presente-- siguiera vigilando nuestras unidades. Pero, a su 
vez, habría que tratar de encontrar la solución que realmente 
el país necesita y pensar en las condiciones en que se 
encuentran nuestras carreteras y puentes. Por ejenplo, a la 
salida de Minas hay un puente --que todavía está en 
construcción-- que se ha llevado muchas vidas; mientras tanto 
en la Ruta 12 se ubica otro puente --que habilita una ruta 
nacional-- sobre el que apenas puede pasar un camión. 


Por lo tanto, consideramos que estas medidas no tendrían 
resultados muy positivos en tanto no se arreglen los 
caminos. Menos aún lo tendrían en las condiciones actuales 
de las empresas. Por ello se hace necesaria la posibilidad 
de que por intermedio de la Dirección General Impositiva, 
Banco de Previsión Social y Banco de Seguros del Estado se 
realice un relevamiento de datos a los efectos de saber si 
podenos, tanto el Estado como nosotros, abordar este tipo de 
soluciones que son tan fáciles de tomar pero de consecuencias 
tan difíciles de asumir. Por todo esto no deben caber dudas 
de que muchas empresas van a quedar por el camino. Ahora, a 
través de la señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social, 
se podrá continuar considerando esta problemática, incluso 
en relación con el interior del país. 


A nuestro juicio, los meses venideros serán mucho más 
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duros. Por esa razón, afirmamos que no vemos claramente cómo 
se podrá .resolver esta situación. 


SEÑOR BURGOS.- En lo que respecta al planteamiento formulado 
por el señor Senador Garat, cabe señalar que el Ministerio 
se maneja con el criterio de la representatividad formar; es 
decir, ha entendido que son representativas del transporte 
nacional determinadas entidades gremiales que .han sido 
reconocidas o que están más frecuentemente vinculadas al 
Ministerio. Sin embargo, esa representatividad formal hoy no 


está acompañada por la representatividad real. Para citar 
un ejemplo, podemos decir que CUTA —que es, en realidad, 
una confederación de gremios— está integrada, entre otras, 


por UTRACO, ATRAPAY, Centro de Fleteros de Salto y COTUDY; 
todas eilas son entidades gremiales que se han sumado a la 
movilización y al cuestionamiento del sistema de inspecciones 
que realiza TUDELES. No obstante, integrantes de CUTA han 
manifestado —así lo han hecho saber a los efectos de la 
integración de la mesa que estudia el tema del transporte— 
que su representación no está ejercida por CUTA sino por 
TUDELES. 


Sucede lo mismo en relación con el transporte 
internacional. Así, CATIDU, entidad gremial que agrupa al 
transporte internacional, nuclea a 650 caniones 
aproximadamente; sin enbargo, dos de las flotas más 
importantes del transporte internacional no se sienten 
representadas y comparten la movilización. 


Lo que podemos afirmar es que las entidades que estamos 
representando este tipo de cuestionamiento alcanzan un número 
de camiones nunca menor de cinco o seis mil. Así ha quedado 
demostrado por lo conteos que ha realizado Policía Caminera 
de los camiones que se movilizaron en oportunidad de los 
paros, y ello no significa que esa cifra aluda a la 
totalidad de los caniones sino, específicanente, a los 
movilizados. 


En cuanto al otro aspecto que señaló el señor Senador, 


vinculado con la posibilidad o no de la instalación de otra 
planta, creemos que corresponde hacer un planteo concreto. 
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Por nuestra parte; no nos oponemos a la existencia de 
un contralor de la seguridad. Naturalmente, no existe 
oposición a que se controle la aptitud técnica de los 
vehículos. El cuestionamiento apunta a que ese control debió 
haber sido realizado por el Estado --armonizando los tiempos 
estatales en la aplicación de las distintas politicas-- y 
sin discriminación. Por lógica, si los números indican que 
en los accidentes de tránsito --fundanentalmente aquellos que 
implican pérdida de vidas-- están involucrados otro tipo de 
vehículos que circulan por rutás nacionales y que están 
sometidos a la jurisdicción del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, ¿por qué se decide elegir a un grupo de 
usuarios que se consideran potencialmente más peligrosos que 
los restantes? ¿Qué es lo que en este país ha impedido que 
el Estado --entendiendo necesario aplicar mecanismos para 
preservar la vida en lo que refiere a la circulación dé 
vehículos en rutas nacionales-- realice los estudios 
pertinentes para importar la tecnología necesaria a efectos 
de cumplir con las inspecciones correspondientes, 
financiándolo a través de sus propios recursos, es decir, 
mediante la aplicación de una tasa fijada por ley? 
Finalmente, nos preguntamos también por qué no se decide 
aplicar eso a todos los usuarios de la vía pública --sin 
exclusiones-- y, fundamentalmente, a aquellos vehículos que 
han demostrado ser más peligrosos. 


Por otro lado, hay un acto de concesión que, en los 
hechos, impide que puedan establecerse otras plantas de 
inspecciones. Si “existieran talleres o empresas dedicadas a 
este giro, a las que el Ministerio hubiese habilitado a 
prestar el servicio, hoy no se estaría planteando el 
problema. Simplemente, el Ministerio habría considerado que 
estábanos en condiciones de realizar la inspección técnica, 
bajo nuestra responsabilidad; pero no fue así. El Ministerio 
llamó a licitación y adjudicó la explotación de un servicio, 
transfiriéndolo a determinada empresa a la que, además, 
aseguró un porcentaje de inspecciones que hace absolutanente 
inviable la instalación de cualquier otra planta. ¿Qué 
inversor gestionará una concesión ante el Ministerio, para 
atender el margen del 20% de la flota que no concurra a las 
inspecciones? Obviamente, estamos ante un monopolio. 
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Por supuesto, el Ministerio se ha cuidado muy bien de 
que las enpresas transportistas no participen en la 
aplicación de estos mecanismos, por el riesgo de transferir 
cometidos de policía a empresas privadas, que obligarían a 
sus vigilados a controlarse, transformándose así en juez y 
parte, según dijo el señor Ministro aunque, a nuestro juicio, 
de 'lo que se trata es de que se conviertan en policía y 
parte. - 


Pero también existen otros riesgos. Por ejemplo, ¿quién puede 
asegurar que los titulares del capital accionario de la 
empresa SUCTA no son propietarios de empresas importadoras 
de repuestos, que utilizan esta estadística, planteada con 
finalidades de seguridad, como un excelente estudio de 
marketing? ¿Quién lo puede saber? 


A su vez, se debe considerar esta situación en relación 
con el MERCOSUR. La flota mayor, la brasileña, circula por 
los territorios brasileño y uruguayo sin ningún tipo de 
control, salvo el visual respecto a aquellos camiones que 
transportan mercaderías peligrosas. Y nosotros ahora 
pretendemos insertar en el MERCOSUR una flota mucho más 
antigua, sonetida a una presión tributaria infinitamente 
mayor a la brasileña, agregándole costos de seguridad 
adecuados a una tecnología de fin de siglo, mientras que la 
flota mayoritaria transita libremente por los territorios 
uruguayo y argentino. Aquí hay un contrasentido. Por 
supuesto, tenemos que ¡insertarnos en la realidad del 
MERCOSUR. Argentina tiene tecnología, pero quienes controlan 
que los camiones uruguayos hayan pasado por la inspección 
para poder circular por territorio argentino son las 
autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas de 
Uruguay. Son las nismas autoridades que exigen el Certificado 
de Aptitud Técnica a los fleteros de vialidad que trabajan 
en territorio nacional, son las que proclaman nayor 
tecnología y el mismo costo. Esto no perjudica en nada el 
tránsito de vehículos brasileños o paraguayos en cualquier 
estado. Los señores Senadores tal vez recuerden que hace no 
más de tres años hubo un accidente en Barros Blancos, en el 
que un camión brasileño arrasó una garita, perdiendo allí la 
vida dos o tres personas. Esos camiones aún circulan y van 
a seguir haciéndolo y son los mismos que, sin ningún tipo de 
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contralor de seguridad, ingresan hoy a territorio nacional 
para trasladar el arroz, cosa que no pueden hacer los 
camiones uruguayos. Los brasileños no sólo proporcionan los 
insumos a estas plantaciones, sino que además retiran el 
arroz verde, sin dejar absolutamente nada en territorio 
nacional, ní siquiera el importe del flete. En estas 
condiciones, la competencia del transportista uruguayo con 
el brasileño es absolutamente agraviante; resulta inposible 
comparar una cosa con otra. Un camión brasileño con más de 
catorce años de antigiedad no paga impuestos; si bien se nos 
ha dicho que debería hacerlo, en los hechos no es controlado. 
En Uruguay, en cambio, un camión con esa antigledad está 
pagando, por concepto de tributo fijo --és decir aunque esté 
parado-- una suma que oscila entre los $ 57.000 6 $ 60.000 
anuales de impuestos directos y cargas de seguridad social. 
Esta es la realidad. 


Por lo tanto, cuando se plantea la suspensión --se 
maneja un lapso de seis meses-- no se trata simplemente de 
encontrar una dilatoria que plantearía nuevanente el problema 
una vez transcurrido ese plazo; ello se basa en que las 
restantes políticas insumen un tiempo que excede de esta 
aplicación práctica. Por ejemplo, cuando se habla del estudio 
de renovación de flotas, se estima que el nismo se hará 
dentro de dos, tres o cinco años, y se lo inscribe dentro de 
las políticas de Estado; cuando se menciona la inversión en 
mejoramiento de carreteras, se prevé en un período 
extremadamente largo: lo mismo sucede cuando se habla de 
inversiones en señalización o de control de animales sueltos 
en la ruta, todo lo cual supone costos de vida. Todas ellas 
son políticas que llevan su tiempo y el Estado no está en 
condiciones de aplicarlas; sin embargo ésta sí, porque su 
costo se traslada directamente a un grupo de usuarios. 


En una palabra, lo que se sugiere sobre la suspensión 
es otorgar tranquilidad a gente que hoy tiene sus permisos 
de vialidad retirados por la ausencia de esta inspección, o 
por haberia realizado y no contar con el dinero necesario 
para efectuar las reparaciones que le impidieron pasar ese 
control. Si se aplica el manual, es muy reducido el número 
de unidades que puede aprobarlo. Es más, hay unidades cero 
kilómetros que han sido rechazadas o aprobadas en forma 
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condicional. La más reciente es el ejemplo de un camión con 
150 kilómetros de uso, que fue aprobado con observaciones 
porque transpira la caja de cambios, que es hidráulica: el 
costo de sustitución supone aproximadamente unos U$S 11.000. 
Esta es la realidad. 


En consecuencia Jo que se plantea es encontrar un tiempo 
de suspensión de esta exigencia, a fin de revisarla y 
encontrar una salida, no de flexibilización sino de ajuste 
de esos mecanismos de contralor a las normas 
constitucionales; debe buscarse la seguridad pero, al mismo 
tiempo, es necesario contemplar el derecho al trabajo y el 
de propiedad, que están severamente afectados hoy por la 
implantación del régimen del decreto 20/90. - * 


SWÑOR MAURENTF.- Simplemente para hacer una reflexión sobre 
las medidas que se van a adoptar el día 27, con: la 
realización de un paro con ocupación de rutas y una marcha 
hacia la ciudad de Montevideo. Creemos que es conveniente 
aclarar esto para que los señores Senadores estén en 
conocimiento, ya que cuatro o cinco mil camiones circulando 
dentro de Montevideo --más concretanente en los alrededores 
del Palacio Legislativo, Casa de Gobierno y Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas-- van a provocar una gran 
aglomeración y distorsión en el tránsito. Esta movilización 
se hará si no tenemos una respuesta afirmativa antes del día 
27. 


Respecto a lo que aludía el señor Senador Garat en 
cuanto a las gremiales que tenía en cuenta el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, debo decir que ellas son CUTA 
--Confederación Uruguaya de Transporte-- Grupo Doce, que' 
nuclea una parte de ónnibus de permiso internacional y 
tranporte internacional, cuyo Presidente es el señor Carlos 
Patrón; CATIDU, que agrupa el transporte internacional, y 
cuenta con doscientos cincuenta camiones, entre los cuales 
hay dos empresas que apoyan la temática de TUDELES y, 
finalmente, ANETRA, que es la que agrupa los ónnibus y 
taxímetros de Montevideo. 


De acuerdo con lo manifestado en la reunión que 
.nantuvimos el día 23 próximo pasado, los ómnibus tenían que 
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pasar por la máquina porque ello era obligatorio. CATIDU 
aduce, además, que por el perniso internacional no se otorgan 
ni se renuevan libretas si no se tiene el Certificado de 
Aptitud Técnica, no porque lo exija Argentina ni Brasil, sino 
porque --tal como lo dijo el doctor Burgos-- al presentar la 
documentación en nuestra aduana se exige en priner lugar 
dicho Certificado y, en caso de no tenerlo, ese vehículo no 
puede traspasar la frontera y deberá permanecer allí, 
transbordando la carga a otro que sí lo tenga. Reitero que 
no es un' requisito de Argentina, Brasil o Paraguay. 


De acuerdo con una reunión celebrada la semana pasada, 
en la que participó el señor Presidente de CATIDU y el señor 
Serrentino --Subsecretario del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y, a su vez, asesor desde hace varios años de 
la gremial de CATIDU-- hasta el mes de noviembre se va a 
permitir la entrada a Brasil y Paraguay sin ese Certificado 
de Aptitud Técnica. 


En nuestro país llevó nuchos años implementar, 
reglamentar e instalar esa máquina y nosotros ni siquiera 
estábamos enterados, porque si bien algunos transportistas 
lo supieron tres meses antes, algunos fueron informados 
prácticamente el mismo día en que debían ir a la inspección. 
Concretamente al tener que concurrir a pagar el impuesto a 
los ejes, el del gasoil o a regularizar la libreta en el 
Ministerio o en la dependencia correspondiente, se entregaba 
un formulario en el que se señalaba que el 9 de agosto de 
1995 comenzarían las inspecciones. Sin embargo, Brasil y 
Paraguay van a tener entrada libre a nuestro país hasta el 
mes de noviembre de este año. 


Reitero que todas estas manifestaciones se vertieron en 
la reunión que a nivel del MERCOSUR se realizó la semana 
pasada en Argentina, a la que concurrieron el señor 
Serrentino y el Presidente de CATIDU. 


Quiero agradecer a los señores Senadores por habernos 
recibido y por el tiempo dispensado para dar estas 
explicaciones. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Dante Irurtia).- Todo lo aquí señalado 
va a ser de gran utilidad para la Conisión, a efectos de ir 
formando juicio y de elaborar un informe sobre el tema, como 
muy bien lo expresaba el señor Senador Garat. 


Por lo tanto,.agradecemos toda la información que mos 
han brindado. Indudablemente seguiremos en contacto, porque 
esta es la manera de poder compartir" información y, 
lógicamente, formarse una idea cabal de la problemática de 
este asunto, que venimos considerando a pedido del Cuerpo que 
integramos. 4 


- 


No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la 
sesión. 7 x 


(Así se hace. Es la hora 10 y 38 minutos) 
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